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INTRODUCCiÓN 

Este trabajo tiene como propósito principal de proporcionar al lector una visión de 

conjunto de elementos que definen el proceso de modernización que ha seguido en años 

recientes la regulación en materia minera. 

El documento contiene una interesante descripción de los antecedentes históricos más 

significativos en la rica tradición minera mexicana, remontándose a las Ordenanzas de 

Minería de 1783, que inspiraron cien años después en el México Independiente. la 

expedición del Código de Minas de los Estados Unidos Mexicanos. En 1892 se promulga 

una Ley Minera que introduce el concepto de título de concesión minera y se crea el 

Departamento de Minas. Los cambios en la legislación se suceden con los años y de 

acuerdo con las circunstancias por las que atraviesa el país, adquiriendo cada vez mayor 

complejidad, precisión y capacidad reguladora. En 1992 se promulga la nueva Ley 

Minera, su Reglamento y el Manual de Servicios al Público, que marcan el inicio de una 

nueva etapa en la historia de la minería mexicana, Los cuales llegan a tener 

modificaciones, en 1996 en la Ley minera y en 1999 en el Reglamento y el Manual de 

Servicios al Público. 

La problemática que busca resolver este nuevo cuerpo de instrumentos normativos y 

regulatorios se caracterizaba, entre otras cosas, por la compleja y excesiva regulación, 

que propiciaba confusión y prácticas viciadas; la obsolvencia de métodos, sistemas y 

procedimientos, que hacía prácticamente imposible la certidumbre sobre el estado real de 

un asunto o trámite; la sobregravación fiscal, injusta e inhibitoria, y el acaparamiento de 

vastas áreas ociosas. Todo ello con efectos muy negativos, que en múltiples formas 

desalentaban el desarrollo de una sana y competitiva actividad de exploración y 

explotación de la minería mexicana. 

La administración del Presidente Carlos Salinas de Gortari, mediante el Programa 

Nacional de Modernización de la Minería, 1990-1994, desplegó una vigorosa actividad 

cuya estrategia se definió en torno a cuatro líneas fundamentales de acción: 



1. La refonna del marco normativo, 

2. La renovación de los medios y sistemas regulatorios; 

3. La equiparación del régimen tributario para la minería mexicana con el que existía en 

otras partes del mundo y con otras ramas industriales dentro del pais; 

4. La racionalización de la superficie amparada por los regímenes de concesión, 

asignación y reservas mineras. 

Se ofrecen, por último, significativas conclusiones en torno a la idea básica de que el 

proceso de modernización aún no ha sido concluido, aunque se hayan dejado atrás los 

peores momentos de la complejidad, la sobreregulación, los rezagos y otros obstáculos. 

A su vez, la concesión y el diálogo abierto y respetuoso entre las autoridades y el gremio 

minero, han sido fundamentales en los logros obtenidos y permitirán arribar a su 

consolidación para el bien de México. 



CAPíTULO I 

ANTECEDENTES HISTÓRICOS 

A. MÉXICO PRECOLOMBINO 

La minería en México prehispánico no fue de gran trascendencia. Los testimonios de su 

existencia con que contamos son, en general, de gran belleza artística, existiendo éstos 

en oro, plata, cobre, estaño y plomo, que adquieren múltiples formas como hachas, 

anzuelos, puntas de lanza, tubos, collares, pulseras y objetos de mayor tamaño como 

máscaras, escudos y adornos para guerreros. Sin embargo, los elementos antes 

mencionados no agotan la actividad minera precortesiana, ya que también obtenían 

cinabrio, (calcita y fluorita). De igual forma. se supone que conocieron al mercurio pero no 

lo aplicaron a un fin útil. 

Por descubrimientos en la Sierra de Querétaro, de un gran número de bocaminas, y 

gracias a los distintos testimonios que en la cerámica se han encontrado en éstas, se ha 

podido calcular que a partir de los siglos 111 ó 11 A. de C., tuvo inicio la minería en nuestro 

continente, tardío si lo comparamos con otras regiones del mundo. 

Desgraciadamente no se conocen disposiciones o leyes que hayan regulada 

jurídicamente a esta naciente actividad minera; sólo contamos con diversos códices en 

donde se explican los trabajos en las minas, así como formas en que se benefician los 

metales o en los que se disponen los tributos que debían pagar las distintas provincias a 

T enochtitlan. 

Los tributos consistían en porciones determinadas de oro, plata, cobre, estaño, plomo y 

gran cantidad de objetos tales como mantas, vestidos de mujer y alimentos. 



ne !os códices CUfl los que contamos podemos mencionar a la Matrícula de Tributos, 

Códice de Azoyu 2, Códice Tlotzin, Lienzo de Jucutacato, Códice Mendoza, Códice 

Florentino y Códice Matritense1
• 

De lo anterior, podemos citar algunos ejemplos, como lo son las cien hachas de cobre y 

gran cantidad de mantas y vestiduras de guerreros que mandaban periódicamente a 

Tenochtitlan pueblos del norte de Guerrero, provincia de Tepecuacuilco, así como la 

provincia de Yohualtepec que aportaba como tributo 40 discos de oro, entre otras cosas. 

B. MÉXICO COLONIAL 

La legislación castellana minera, en principio para la península Ibérica y más tarde para 

las colonias, así como las cédulas y reglamentaciones especiales de la Nueva España, 

fueron muchas, por lo cual no podemos atender a todas. Sin embargo, nos ocuparemos 

de aquéllas que por su generalidad o trascendencia nos servirán para entender mejor a 

las disposiciones que rigieron en México. 

Las Partidas de Alfonso X "el Sabio", de 1265, vinculó la pertenencia de las minas al 

patrimonio del monarca, y estableció que debía solicltarse previamente un mandato real 

para dedicarse a la actividad minera. 

De conformidad con la legislación española, y más concretamente a partir del 

Ordenamiento Real dictado por Alfonso XIX, en Aleala en 1348, las ininas de plata, oro, 

plomo y cualquier otro metal pertenecían al Rey, Quien otorgaba su merced a Quien 

pudiera explotarlos a cambio de una parte Que correspondía al Soberano. 

1 León Portilla. Miguel.- Minería y Metalúrgica en el Méx.ico Antiguo. Ed. Porrua México, D.F. Pág. 22. 
2 



Además de esta Ordenanza y de acuerdo con la doctrina jurídica al tiempo de la 

conquista, las tierras que fueren descubiertas pertenecían a la Corona de Castilla. 

La Ley de Don Juan 1, dada en las Cortes de Bribiesca en 1387, estableció un principio 

nuevo: el de explotar libremente las minas sin necesidad de su autorización especial, con 

la sola restricción de pagar 2/3 partes del producto extraído al Rey, quedándole al minero 

1/3 parte. 

Las Leyes de Partidas y la Ley de 1348, también llamadas Leyes Antiguas, fueron 

incorporadas a las Ordenanzas Reales de Castilla de 1485, y éstas rigieron en los 

primeros días de la Nueva España. 

Ahora bien, las reglamentaciones peninsulares no eran prácticas para la Nueva España, 

ya que la minería en esta última sobrepasaba en mucho a la que se dio en España; 

además había que atender en forma especial a los problemas particulares de las 

provincias, adecuando la ley a las circunstancias que se presentaban. 

En este estado de las cosas, específicamente en el mes de noviembre de 1526 y 

mediante Carta Real, se ordenó que tanto españoles como naturales podian explotar oro 

y plata. Dias después y también mediante Carta Real, se ordenó que los naturales no 

podían ser obligados al trabajo en las minas, pero que si lo hicieren voluntariamente 

recibirían paga, (se les enseñaría la fe y buenas costumbres2
). 

Las principales ordenanzas dictadas por los Virreyes de la Nueva España son, en 

principio las Ordenanzas de Mendoza de 1536 y 1550, que trataban de resolver los 

problemas de registro de las minas, determinando que en caso de no inscribirse en el 

registro se tendrían por perdidas, teniendo que demostrarse que efectivamente eran 

explotadas. 

Otro de los puntos que tocaban era la forma en que el metal debía ser marcado y la 

manera de pagar la Parte Real, que consistía en una quinta parte de 10 obtenido. 

2 Encinas de, Diego.- Cedulario Indiano, Recopilado y con Estudios e ¡ndices de Alfonso Carda 
Callo. Libro IV. Porrua México, D.F. Pág. 222-226. 

J 



Asimismo, regulaba la explotación de las minas contiguas y la explotación de una mina 

por varios mineros en compañía. 

En el año de 1559, el Rey Felipe 11 dictó una Carta Real en la que disponia en forma 

determinante, que las minas de oro y plata de sus reinos se encontraban incorporadas a 

la Corona y Patrimonio Real, ya estuviesen en tierras de realengo, señorío o abolengo, no 

debiéndose tomar en cuenta las mercedes anteriores, las cuales se anulaban. 

En 1563, Felipe II promulgó las Ordenanzas de Minas, que permitían la explotación de las 

minas, no sólo por los españoles y naturales, sino también por extranjeros. De la misma 

forma, estableció un procedimiento breve para solucionar los problemas de posesión de 

las minas, regulando el registro de las mismas, el jornal de los mineros, formas de marcar 

y pesar el metal y la aportación que correspondia al Rey. 

Las Ordenanzas del Nuevo Cuaderno, dictadas por Felipe 11 del 22 de agosto de 1584, en 

San Lorenzo del Escorial, consta, de 83 Ordenanzas que derogaron a las promulgadas en 

1559 y 1563. Estas nuevas Ordenanzas mejoraron la técnica jurídica de las Antiguas de 

1563, las cuales se aplicaron primero en Castilla y rigieron en la Nueva España por 

disposición contenida en las Leyes I y 111, Título Primero del Libro Segundo de la Ley de 

Indias, derogando a las anteriores pragmáticas, ordenamientos. leyes, decretos, fueros y 

costumbres en cuanto no fueren contrarías a la misma. 

Las Ordenanzas del Nuevo Cuaderno amplían, explican y corrigen los beneficios del Rey. 

Entre las más importantes tenemos las siguientes: 

• El dominio radical de las minas, recogido por el párrafo cuarto del articulo 27 

Constitucional, donde se determina el "dominio directo de la Nación" sobre los 

yacimientos minerales y se derivan los conceptos inalienabilidad e imprescriptibilidad 

de dichos bienes; 

4 



.p Ei derecho del príncipe o pago del "quinto real", que se traduce en el pago de 

derechos de minería (bajo pena de cancelación de la concesión en caso de no 

efectuarse), y 

• La obligación de laborar regularmente las minas y sacar metal de ellas y, por tanto, 

tenerlas "pobladas" cuando menos por cuatro personas para que se entiendan de la 

labor de la mina, y si lo anterior se deja de hacer por lo menos cuatro meses 

continuos se incurre en pérdida de la mina (actual obligación de trabajar y comprobar 

obras y trabajos). 

Lo anterior, esta indicado en estas Nuevas Ordenanzas, en la Ordenanza 11 del Capitulo 

11, donde el Rey hacía merced de las minas a sus vasallos, facultándose para que fueran 

suyas en propiedad, conservando el principio de dominio radical, (como antes dijimos), y 

salvaguardando su derecho a percibir regalias, y en la Ordenanza XXXVII del Capítulo 

XVII, donde establece que las minas deben trabajarse y sacar metal de ellas'. 

Estas Ordenanzas fueron de gran importancia en nuestro país porque sus disposiciones 

se aplicaron durante doscientos años, ya que fueron derogadas por las Ordenanzas de 

Aranjuez de 1783. 

Desde el año de 1774, se sintió la necesidad de reformar la legislación minera, creandose 

para este efecto, el 24 de mayo de 1777, al Cuerpo y Tribunal de Minería, teniendo 

injerencia en asuntos gubernativos y económicos, 

Determinadas las reformas mas importantes, el Virrey Antonio Macías Bucareli y Ursúa 

solicitó al Rey de España que con objeto de mejorar el decadente estado de la minería del 

reino de la Nueva España, debían formarse Ordenanzas Generales para el gremio 

minero. Por tal motivo, el 22 de mayo de 1783, el Rey expidió la Ordenanza llamada de 

Aranjuez, la que por Providencia de 15 de enero de 1784 fueron solamente pUblicada en 

nuestro país, 

.\ Ordenanzas de Mineria.- Consejo de Recursos Minerales Secretaría de Energía, Minas e Industria 
Paraestatal. 2", Edición. Porrua México, 1984, Pág, 5210. 

5 



üicnas ordenanzas se dividieron en 18 titulas. En términos generales, podemos decir que 

en las mismas se volvió a establecer el dominio radical de la Corona sobre las minas, al 

disponer en sus artículos 1°, 2° Y 3° del titulo V, que le eran propias, así por su naturaleza 

y origen como por su reunión. dispuesta en la Ley IV. titulo XIII, libro VI de la Nueva 

Recopilación, que sin separarlas del Real Patrimonio las concedía a los vasallos en 

propiedad y posesión, de tal manera que pudieran venderlas o enajenar el derecho Que 

en ella les perteneciera de cualquier forma y, por último. que esa concesión debería 

entenderse bajo dos condiciones de: 

• Pagar a la Real Hacienda con la parte de metales señalada en la regalía. y 

• Que se habían de labrar y disfrutar las minas cumpliendo con [o previsto en las 

Ordenanzas, esto es, trabajarlas bajo pena de perderlas en caso de no hacerlo. 

De esta manera regulaba la forma de otorgar la concesión a particulares, el derecho que 

se tenía que pagar por ella, el registro de las vetas y las personas que podían denunciarla 

y trabajar las minas, prohibiendo a los extranjeros no naturalizados este derecho y a los 

gobernadores, corregidores, alcaldes mayores y escribanos en el territorio de su 

jurisdicción; asimismo reguló la forma en que se debían repartir las ganancias de las 

minas trabajadas por varios mineros en compañía. entendiéndose por perdido el derecho 

a explotar las minas si faltaba alguna de estas disposiciones, pudiendo concederlas a 

cualquier persona que las denunciara. Finalmente reglamentó también al Tribunal 

Superior y Privativo de la Minería. 

La explotación de las minas constituyó uno de los principales objetivos del Monarca, 

estableciéndose a favor de los mineros estímulos y privilegios inusitados. El título XIX, 

integrado por 12 artículos, establecía que el dueño de una mina tenia facultad de adquirir 

libremente todo aquella que fuera necesario para la explotación y beneficio de los 

metales, como terrenos, aguas. caminos, etc .. con la única obligación, de que cuando se 

afectaba alguna propiedad privada, se pagara al dueño lo que le correspondía por 

6 



concepto de indemnización. El superficiario, por lo tanto, no tenian ningún derecho sobre 

las sustancias minerales4
. 

Es conveniente señalar que las disposiciones de estas Ordenanzas fueron de amplísimo 

contenido, pues lo mismo reglamentaron aspectos técnicos como laborales, fiscales, 

civiles o penales. Todos estos asuntos jurídicos se ventilan ante tribunales especiales. 

Por último, estas Ordenanzas, a diferencia de las anteriores, reglamentaron además del 

oro y la plata a casi todos los minerales metálicos. 

C. MÉXICO INDEPENDIENTE 

Al consumarse la independencia el 27 de sepliembre de 1821. fecha en que entró el 

Ejercito Trigarante a la Ciudad de México. se firmó el 24 de octubre de 1821, en la Villa de 

Córdoba, Tratado del mismo nombre, los Que en su articulo 12 establecieron Que una vez 

que se instalara la Junta Provisional, ésta gobernaría interinamente conforme a las leyes 

vigentes y en todo lo que no se opusiera al Plan de Iguala, y mientras las Cortes formaban 

la Constitución del nuevo Estado. 

Los Tratados de Córdoba fueron derogados por Decretos del Congreso del 8 de abril de 

1823. No obstante, como en materia minera no se dictó ninguna ley, ni las Ordenanzas de 

Aranjuez se oponían a la nueva Constitución ni a ninguna de las disposiciones del México 

Independiente, continuaron en vigor dichas Ordenanzas. 

En virtud de que ni la Constitución de 1824 ni las subsecuentes, incluyendo la de 1857, 

incluyeron entre las facultades del Congreso de la Unión en materia minera, dicha facultad 

se entendió reservada a los Estados. Por tal motivo. continuaron aplicándose las 

41bidem. Págs. 43-45. 
7 



Ordenanzas, a veces con modificaciones como en Oaxaca, y no fue sino hasta 1881 

cuando aparecieron dos Códigos mineros estatales: 

• Código de Mineria del eslado de Hidalgo 

• Código de Mineria del estado de Durango. 

CÓDIGO DE MINERíA DEL ESTADO DE HIDALGO 

Este Código fue expedido el 10 de octubre de 1881, derogando las Ordenanzas de 1783. 

Este Código dispuso que el ramo de la mineria quedaba encomendado en lo económico y 

gubernativo al Ejecutivo del Estado y no en lo contencioso a los Juzgados y Tribunales 

locales. Además determinó que los nacionales o extranjeros podían solicitar la propiedad 

y posesión de las minas en el Estado, estableciendo que los extranjeros, por el hecho de 

adquirir acciones de las minas del Estado, renunciaban a sus derechos de extranjeria, 

disposición similar a la actual "Cláusula Clavo~. También estableció que los criaderos y 

minas de sustancias metalíferas y combustibles minerales pertenecían en su dominio 

radical al Estado, el que podia concederlos en propiedad y posesión a los particulares. 

Respecto a la propiedad de las minas, se indicó que la posesión de las minas se entendía 

sólo para lo que habia en el interior del fundo pero no en la superficie. A su vez, indicó 

que la misma propiedad se perdia por abandonarlas o por trabajarla.s indebidamente 

conforme a las disposiciones de esta Ley, y no por comprobar ante la Jefatura de Política 

las obras o trabajos de explotación realizados, haciéndose la salvedad de que esta 

obligación de comprobar tales obras aparece por primera vez, y hasta la fecha está 

contenida en la actual Ley Minera en la fracción I de su artículo 27, que dice: 

Artículo 27.- "Los titulares de concesiones de exploración y de explotación, 

independientemente de la fecha de su otorgamiento, están obligados a": 

1. WEjecutar y comprobar respectivamente las obras y trabajos de exploración o de 

explotación en los términos y condiciones que establecen esta Ley y su 

Reglamento." 
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Conforme a las disposiciones de este Código, los particulares pOdían adquirir las minas 

por denuncio, adjudicación y posesión. Los denuncios pOdían hacerse de criaderos 

metaliferos nuevos, de minas viejas abandonadas, de minas ruinosas, de sitios yaguas 

para hacienda de beneficio y de hacienda de beneficio abandonada: Asimismo, determinó 

que los particulares podían adquirir las minas por cualquier título translativo de dominio, 

cuando el que lo otorgaba poseía legítimamente la acción que enajenaba. Respecto a las 

minas de compañía, encontraremos también disposiciones que podemos considerar 

antecedentes que consignaba la Ley Minera de 1975. 

Los derechos concedidos a los dueños de minas fueron similares a los que establecieron 

las Ordenanzas, entre ellos, los tendientes a lograr la explotación minera, denominados 

actualmente derechos conexos a las concesiones. 

CÓDIGO DE MINERiA DEL ESTADO DE DURANGO 

Este Código fue expedido el 28 de noviembre de 1881 y al igual que el de Hidalgo, 

dispuso la derogación de las Ordenanzas de 1783 y demás leyes sobre la materia. 

Este Código estableció que cualquier habitante del país, persona física o moral, nacional 

o extranjera, tenía derecho a emprender trabajos de explotaeión de minas en terrenos 

baldios o de propiedad pública. Por lo que respecta a los extranjeros que adquirieran la 

propiedad de las minas, éstos debían renunciar a 'sus derechos de extranjería. 

Por otra parte, se determinó que las minas podían adquirirse por cualquier titulo 

translativo de dominio, lo mismo que cualquier otra propiedad, así como de que las minas 

eran bienes inmuebles o raices. En consecuencia, su adquisición por alguno de los 

medios habituales para transferir el dominio se verificaba conforme a las prescripciones 

del Código Civil. 

Es de señalarse que este Código concedió a ¡os particulares derechos de propiedad sobre 

la mina distinta a la que concedieron las leyes españolas, pues equiparó dicha propiedad 

a la que se adquiría sobre cualquier otro bien inmueble. Junto a este derecho de plena 

propiedad y posesión se otorgaron al dueño de la mina otros derechos que 

9 



Indudablemente no podían ser regulados por el derecho común como, por ejemplo: el que 

otorgó a los dueños de minas que necesitaban usar terrenos de propiedad particular, para 

que lograran la venta forzosa de dichos terrenos mediante la intervención de la autoridad 

que había conocido del denuncio. 

Conforme a este Código, los dueños de minas también tuvieron la obligación de trabajar 

regularmente las minas, pero este trabajo debía sujetarse a las reglas de seguridad que 

prescribía, pues la infracción a dichas reglas producía cancelación de la concesión. 

Por último, creemos conveniente advertir que este Código permitió que se denunciaran 

por separado los terrenos y jales. 

Por decreto det 14 de diciembre de 1883. siendo Presidente Constitucionat el Sr. Manuel 

González, se reformó la fracción X del artículo 72 de la Constitución de 1857, disponiendo 

que el Ejecutivo Federal tenia facultad para expedir códigos de minería y comercio 

obligatorios en toda la República (se federalizó la materia minera). 

En virtud de la reforma antes citada. el 22 de noviembre de 1884. el Presidente Manuel 

González promulgó el Código de Minas de los Estados Unidos Mexicanos, que empezó a 

regir el 1" de enero del año siguiente, que en su disposición final abrogaba a las 

Ordenanzas de Minería de 1783, así como a las demás leyes, decretos y disposiciones de 

la época colonial, de la Federación o de los Estados sobre el ramo de la Minería. Co.mo 

podemos ver. en 1884 se derogó expresamente a las Ordenanzas de Aranjuez de 1783. 

las que, por tanto tiempo, estuvieron en vigor prácticamente cien años. 

El Código Minero de 1884 disponia que la propiedad era considerada como raíz o bien 

inmueble, por tiempo indefinido mientras se trabajasen las minas. El titulo de tal propiedad 

era el testimonio de las "Diligencias de Denuncio y el Acta de Posesión". 

La unidad de medida para las concesiones mineras era la pertenencia, un sólido de 

profundidad indefinida, limitado al exterior por la proyección sobre la superficie del terreno 

de un cuadro y en el interior pqr cuatro planos verticales que pasan por sus respectivos 

lados; las minas, placeres y criaderos de substancias inorgánicas cuya composición sea 

10 



distinta a la de las rocas del terreno, como oro, plata, cobre, etc., así como las haciendas 

de beneficio y sitios para construirlas, se adquirían en propiedad y por tiempo ¡limitado, 

mediante descubrimiento y denuncio. 

Asimismo, la Ley estableció que el dueño del suelo lo era también del carbón y del 

petróleo. En materia fiscal, exceptuaba de toda contribución directa a las minas de 

carbón, hierro y de azogue5 por 50 años, liberando también de todo impuesto a la 

circulación en el interior de la República, del oro, plata y demás productos de las minas, 

estableciendo que además de los derechos de acuñación y explotación, no se pagaría 

más de un sólo impuesto directo, fijado sobre el valor de la substancia, sin deducción de 

costos, no debiendo exceder del 2% de ese valor. El impuesto era para los Estados y sólo 

el 25% de éste para la Federación. 

Siguiendo los mismos lineamientos, en cuanto a los caracteres de la propiedad minera, de 

las leyes y códigos anteriores, que era por cierto ilimitada y perpetua, y sólo con la 

obligación de denunciar las minas y trabajarlas efectivamente; el 4 de junio de 1892 el 

presidente Profirió Diaz expidió otra Ley Minera, que empezó a regir el 1° de julio de 

1892, el cual trajo algunas modificaciones importantes en los principios de nuestra 

tradición legal minera, como asimilar la propiedad minera a la común, ya que de acuerdo 

a su articulo 5° dicha propiedad continuaba siendo inmueble, perpetua e irrevocable y se 

conservaba sólo mediante el pago del impuesto federal de propiedad, ya sin la obligación 

de mantener laboríos en ella. La propiedad minera se acreditaba con título expedido por la 

Secretaria de Fomento. 

Otras características de esta Ley fueron que la unidad de concesión siguió siendo la 

pertenencia minera. También concedió libertad para solicitar y obtener el número de 

pertenencias que se pidiesen; determinó que las compañías mineras se rigieran por las 

disposiciones del Código de Comercio de 1890 y los juicios mineros por las Leyes Civiles 

de los Estados. Por último, estableció que no se requería concesión para explotar hierro 

de pantano, de acaueo, el estaño de acarreo y los ocres, sustrayendo estas sustancias 

indebidamente del dominio directo de la Nación sobre las mismas. 

s Ver hoja de definiciones. 
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